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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, treinta de abril de dos mil nueve
Acta número 0028 del 30 de abril de 2009
Hoy, siendo las cuatro y cuarenta y cinco minutos de la tarde, tal como oportunamente se programara, esta Sala y su Secretaria, se constituyen en audiencia pública con el fin de resolver el recurso de apelación que la parte demandante le formuló a la sentencia dictada el 18 de diciembre pasado, con que el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira le puso fin a la primera instancia del proceso ordinario laboral que Diana Patricia Valencia Muñoz le promueve a la Institución Auxiliar de Cooperativismo Saludcoop y a la Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A.
El proyecto de decisión final presentado por el  ponente tal como consta en el acta referenciada fue discutido y aprobado por los demás miembros de la colegiatura y da cuenta de estos

ANTECEDENTES

Por intermedio de apoderado judicial debidamente constituido, pretende la actora a través de esta demanda que se declare que tiene derecho al reconocimiento y pago de las incapacidades laborales, comprendidas entre el 14 de octubre de 2006 y el 23 de agosto de 2007, con el correspondiente reajuste, de acuerdo al monto del salario mínimo legal vigente a la fecha de la sentencia, demás derechos laborales extra y ultra petita y costas procesales.

Relata para así pedir que laboraba como secretaria en la Fundación Cindes y se encuentra vinculada al Sistema de Seguridad Social en calidad de cotizante, en pensiones con la Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir y en salud con la Institución Auxiliar del Cooperativismo GPP Saludcoop; el 3 de abril de 2006 se le practicó extracción de amígdalas, sufriendo, posteriormente esclerosis Múltiple, Esclerosis Lateral Amitrófica y Parálisis del Paladar; desde el día de la intervención quirúrgica tuvo que abandonar su trabajo, por lo que Saludcoop le expidió certificados de incapacidad médica desde el 3 de abril de 2006 hasta el 23 de octubre de 2007, siendo pagadas por Saludcoop hasta el 13 de octubre de 2006, quedando pendientes por cancelar las incapacidades correspondientes al periodo transcurrido entre el 14 de octubre de 2006 y el 23 de agosto de 2007; el 14 de septiembre de 2007 presentó derecho de petición ante Saludcoop, solicitando el pago de la incapacidades adeudadas, lo cual fue negado por medio de oficio del 22 de octubre de 2007, manifestando que las incapacidades superiores a 180 días debían ser asumidas por el Fondo de Pensiones; El 1° de noviembre de 2007 presento derecho de petición ante la AFP Porvenir S.A., solicitando el pago de la referidas incapacidades, recibiendo respuesta negativa. Instauró acción de tutela en contra de las entidades demandadas con resultado negativo.
La demanda fue inadmitida por auto del 12 de junio de 2008, fl. 53, toda vez que no existía claridad en los hechos y las pretensiones, falencia que fue corregida oportunamente, fl. 54, por medio de escrito en el cual se aclaró que las incapacidades médicas fueron expedidas desde el 3 de abril de 2006 hasta el 23 de agosto de 2007, estando pendientes por cancelar la correspondientes al periodo comprendido entre el 14 de octubre de 2006 y el 23 de agosto de 2007; por decisión del 3 de julio de 2008 se admitió la demanda ordenando correrla en traslado a las partes accionadas, quienes en tiempo hábil dieron respuesta.

La Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A., fls. 66 a 80, aceptando algunos hechos y afirmando que otros no son hechos; se opuso a las pretensiones de la demanda y propuso como excepciones las de Cobro de lo no debido, Inexistencia de los presupuestos fácticos que estructuren jurídicamente la responsabilidad a cargo de esta entidad demandada, Inexistencia de causa jurídica, Falta de personería sustantiva por pasiva e Inexigibilidad de la obligación que se reclama.
Por su parte la Institución Auxiliar del Cooperativismo GPP Saludcoop Pereira, fls.82 a 90, se pronunció respecto a los hechos, se opuso a las pretensiones argumentando que no es una Entidad Promotora de Salud; excepcionó Falta de legitimación en la causa por pasiva, Cobro de lo no debido y Genérica.  

La conciliación fracasó, fl. 114, y luego de superadas otras etapas se abrió el debate a prueba, decretando las que a las partes interesaron.

La audiencia de juzgamiento se realizó el 18 de diciembre pasado.  En ella la juez de primera instancia absolvió a las demandadas, al encontrar prospera la excepción de Falta de legitimación en la causa por pasiva, toda vez que la Institución Auxiliar de Cooperativismo GPP Saludcoop, conforme al Certificado de Existencia y Representación Legal no es una Entidad Prestadora (sic) de Salud; en cuanto a la Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A. consideró que el reconocimiento y pago de incapacidades no profesionales se encuentra a cargo de las Empresas Promotoras de Salud. Condenó a la demandante al pago de las costas procesales en un 100%. 
Inconforme con esa decisión, la demandante, a través de su apoderado, interpuso el recurso de apelación, argumentando, escuetamente, respecto a la “EXCEPCIÓN DE LEGITIMACIÓN POR PASIVA”, que se encuentra claramente probado en el proceso que dicha excepción no tiene fundamento, pues dicha empresa es la encargada de reconocer de manera solidaria con el fondo de pensiones las incapacidades laborales generadas desde el 14 de octubre de 2006 al 23 de agosto de 2007; afirma que el Despacho no tuvo en cuenta los artículos 1, 2, 6 y 13 (no enuncia de que norma) y los principios constitucionales al mínimo vital y la vida digna al negar el pago de las incapacidades; cita sentencias de la Corte Constitucional respecto a la procedencia de la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales a la vida digna y al mínimo vital.
Se concedió la alzada y se enviaron los autos a esta Sede, en donde a las partes se les corrió el traslado de rigor, durante el cual presentó escrito la apoderada de la Institución Auxiliar de Cooperativismo GPP Saludcoop, solicitando la confirmación de la sentencia de primer grado. Como dentro de lo actuado no hay vicio que lo anule, se desata con apoyo en estas

CONSIDERACIONES  

Están reunidos los presupuestos procesales de competencia, capacidad para ser parte y comparecer en juicio y demanda en forma.

Corresponde pues, dictar sentencia de mérito.
No aporta  el apelante en su escrito de sustentación del recurso, argumentos tales que permitan derruir lo decidido en primera instancia; frente a la excepción de Falta de Legitimación por Pasiva, declarada como probada por la a quo, afirma simplemente que se encuentra demostrado en el proceso que dicha excepción no tiene fundamento.

Pues bien, ello no es así, simplemente, en cuanto a la Institución Auxiliar de Cooperativismo GPP Saludcoop la demanda estuvo mal dirigida; al leer con detenimiento el Certificado de Existencia y Representación Legal de la misma, fl. 28, se constata que ésta no es una Entidad Promotora de Salud, los pedimentos debieron ser dirigidos en contra de la Entidad Promotora de Salud Organismo Cooperativo Saludcoop, persona jurídica que sí tiene la calidad, como su nombre claramente lo indica, de EPS, entidad a la cual, tal como se verifica en los documentos aportados por la accionante, se encontraba ésta afiliada en salud, debiendo ser ella el sujeto pasivo de la presente acción.

Respecto a la obligación de pagar subsidio por incapacidad por parte de las administradoras de fondos de pensiones, indica el inciso 6° del artículo 23 del Decreto 2463 de 2001:

“Artículo 23. Rehabilitación previa para solicitar el trámite ante la junta de calificación de invalidez.

…

Para los casos de accidente o enfermedad común en los cuales exista concepto favorable de rehabilitación, la Administradora de Fondos de Pensiones con la autorización de la aseguradora que hubiere expedido el seguro previsional de invalidez y sobrevivencia o entidad de previsión social correspondiente, podrá postergar el trámite de calificación ante las Juntas de Calificación de Invalidez hasta por un término máximo de trescientos sesenta (360) días calendario adicionales a los primeros ciento ochenta (180) días de incapacidad temporal otorgada por la Entidad Promotora de Salud, siempre y cuando se otorgue un subsidio equivalente a la incapacidad que venía disfrutando el trabajador. …” (Subrayado nuestro)
De la norma citada se extracta que para condenar a la AFP al pago de los subsidios, se deben cumplir las siguientes exigencias: 
1. Que haya concepto favorable de rehabilitación, 

2. Que exista autorización de la Aseguradora con la cual se contrajo el seguro previsional con amparo del riesgo de sobrevivencia o invalidez y,

3. Que tanto la Aseguradora como la AFP estén de acuerdo en postergar la calificación. 

4. Que no exista calificación de la Junta Calificadora de Invalidez.

Pues bien, no milita prueba alguna respecto al cumplimiento de las anteriores requisitos, ni siquiera de los hechos de la demanda se puede extraer tal información, pues no se enunció en ellos, como si lo hizo Porvenir S.A. al contestar la demanda, fl. 69, que la actora se encuentra pensionada por invalidez, habiendo sido calificada con un 50,2% de pérdida de capacidad laboral.

Es claro que la parte demandante omitió su deber probatorio, pues hubiese bastado con que demostrase que Porvenir S.A. postergó la calificación de su estado de invalidez o demoró injustificadamente el reconocimiento de la prestación, para que, posiblemente, hubiese obtenido los resultados favorables que perseguía; es más a folio 24 reposa oficio dirigido al apoderado de la demandante el 15 de noviembre de 2007, donde se expresa: “Así mismo le informo que la señora Diana Patricia Valencia, radicó en la fecha 06 de noviembre de 2007, nuevamente documentos para solicitar calificación de pérdida de capacidad laboral, toda vez que la afiliada suspendió el proceso que había iniciado anteriormente …” (Subrayado nuestro).

Dispone el artículo 60 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social:
“El juez, al proferir su decisión, analizará todas las pruebas allegadas en tiempo”.
Por su parte el artículo 61 ibídem indica:

“El juez no estará sujeto a la tarifa legal de pruebas y por lo tanto formará libremente su convencimiento, inspirándose en los principios científicos que informan la crítica de la prueba y atendiendo a las circunstancias relevantes del pleito y a la conducta procesal observada por las partes. Sin embargo, cuando la ley exija determinada solemnidad ad substantiam actus, no se podrá admitir su prueba por otro medio.

En todo caso, en la parte motiva de la sentencia el juez indicará los hechos y circunstancias que causaron su convencimiento.”
En igual sentido, establece el canon 174 del Código de Procedimiento Civil  lo siguiente:
“Toda decisión judicial debe fundarse en las pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso”. 
Norma esta última que debe analizarse en concordancia con el 177 de la misma normativa que impone a las partes el deber de “probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen…”.
Respecto a los principios generales de la seguridad social y la violación de derechos fundamentales que invoca el recurrente en su favor, ellos, a pesar de su trascendental importancia, no poseen la virtualidad para que con su aplicación se desconozca la realidad que se vislumbra en el presente asunto; ellos no exoneran a las partes en un proceso de la carga probatoria que les compete y tampoco se puede llegar al extremo de desconocer las normas aplicables al caso concreto, reconociendo derechos inexistentes o no demostrados suficientemente, argumentando la aplicación de dichos principios o derechos.

Visto lo anterior, se confirmara la sentencia de primera instancia por las razones aquí expuestas.

Costas en esta instancia a cargo de la demandante y a favor de la Institución Auxiliar de Cooperativismo GPP Saludcoop.    
En mérito de la expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA  la sentencia que por apelación ha examinado, por las razones expuestas.
Costas en esta instancia a cargo de la demandante y a favor de la Institución Auxiliar de Cooperativismo GPP Saludcoop.

Notificación en estrados.
No siendo otro el objeto de esta audiencia, se levanta y  firma la presente acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MARIA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria  

